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      La guerra de independencia y la necesidad de recursos




       




      El ministro Diego José Benavente, en su Memoria de Hacienda de 1824, graficó de manera muy elocuente la situación que Chile venía viviendo desde los inicios de la independencia: «Desde que quisimos salir de la esfera de colonos [los gastos] crecieron desmesuradamente, porque fue preciso crear ejércitos, escuadras, misiones extranjeras, gobierno soberano, supremas cortes, etc. y etc. y todo con las entradas naturales y no más». Según él, la situación seguía siendo extremadamente grave debido a la «imposibilidad de sacar recursos de un país sin comercio, sin industria, sin crédito, sin cosechas en cuatro años consecutivos y, es preciso decirlo, bastante cansado».




      Este complejo escenario se mantuvo hasta inicios de la década de 1830, no obstante los ingentes esfuerzos desarrollados por las autoridades para reordenar el sistema económico en general y la recaudación fiscal en particular.




      Dado que la economía chilena a fines del periodo colonial no era particularmente boyante, pues de hecho los criollos ya venían denunciando a los representantes de la Corona sus problemas con bastante fuerza, la situación económica que debieron enfrentar las nuevas autoridades republicanas fue desde un inicio extremadamente crítica.




      Uno de los desafíos más urgentes que debió afrontar la Junta de Gobierno fue conseguir el financiamiento necesario para defender militarmente el territorio contra las posibles amenazas de invasión por parte de Francia o de Inglaterra, como había sucedido en el Río de la Plata, y luego para afianzar el proceso de independencia ante la reacción de las autoridades del virreinato del Perú.




      Entre las primeras medidas económicas que adoptó la Junta de Gobierno para allegar recursos a las arcas fiscales fue la promulgación del Decreto de Libre Comercio, del 21 de febrero de 1811. Esta medida permitió abrir los puertos de Valdivia, Talcahuano, Valparaíso y Coquimbo al intercambio con «las potencias extranjeras amigas y aliadas de la España y también de las neutrales».




      En términos políticos, esta medida simbolizó el abandono al menos parcial del exclusivismo comercial del imperio español y la apertura a los mercados del resto del mundo. En términos prácticos, significó un medio para conseguir recursos frescos a través del cobro de los derechos de aduana.




      Los comerciantes extranjeros podían vender sus cargamentos en esos puertos o en las ciudades cabeceras de los mismos, es decir, Concepción, Santiago y La Serena, pero no podían llevarlos a otros puertos ni ciudades interiores, ni vender la mercadería al menudeo. El propósito de esta restricción era reservar el comercio minorista para los nacionales.




      Las mercaderías provenientes del extranjero pagarían el 28 por ciento de derechos de internación más 1,5 por ciento de subvención y 0,5 por ciento de avería, lo que completaba un total de 30 por ciento. Las mercaderías extranjeras provenientes por mar desde el Perú, pagarían el 7 por ciento de entrada (almojarifazgo), más el 4 por ciento de alcabala, y el 2 por ciento entre subvención y avería, un total del 13 por ciento. A su vez, lo internado por tierra a través de la cordillera pagaba un total de 8 por ciento. Los menores gravámenes para las mercaderías internadas desde otras provincias del imperio español reflejaban la idea de que el país aún formaba parte de aquella comunidad económica constituida en el interior de la monarquía. Por otra parte, la exención temporal de impuestos a la internación de armas y pertrechos de guerra indica que las nuevas autoridades políticas temían que la declaración autonomista llevara a un enfrentamiento con las autoridades realistas en el Perú.




      Las disposiciones del decreto de 1811 fueron ampliadas y reguladas en el Reglamento de Libre Comercio de marzo de 1813, que estableció tasas diferenciadas para las internaciones efectuadas por comerciantes extranjeros y los del país, que se sumaba a la rebaja en los derechos a las mercaderías traídas en buques nacionales contemplada desde 1811.




      Los principales comerciantes locales, en su mayoría españoles peninsulares, se habían mostrado reacios a la apertura de los puertos en su momento, tanto porque el mercado local se encontraba saturado de efectos extranjeros, como por la situación desventajosa en que quedarían ante la mayor concurrencia. Sus temores eran fundados. Dadas las ventajas que resultaban de importar directamente desde el extranjero, se produjo una mayor afluencia de naves provenientes de otras naciones, trayendo mercadería a menores precios y abriendo un nuevo mercado para los productos locales.




      Los mayores ingresos por concepto de derechos de aduana eran sólo un pequeño alivio frente a las exigencias del conflicto con las fuerzas realistas enviadas desde Lima sobre las arcas fiscales. Esta crítica situación se debía fundamentalmente a que los trastornos de la guerra de independencia afectaron a la actividad económica de toda la zona en conflicto. Las exigencias sobre los vecinos de mayor fortuna de uno y otro bando, conforme a los vaivenes de la guerra, debilitaron sensiblemente los patrimonios particulares, cuando no fueron retirados del país, como sucedió con los capitales mobiliarios de los comerciantes peninsulares tras la batalla de Chacabuco. La reducción de los gastos militares después de la Expedición Libertadora al Perú no produjo demasiado alivio en las finanzas del Estado, y si bien la economía en general experimentó una paulatina mejoría, sólo se apreció un repunte claro a partir de la década de 1830.




       




       




      Los cambios en el comercio




       




      La guerra con el virreinato trastocó el tradicional comercio entre Chile y el Perú, mediante el cual el primero enviaba trigo y productos de la ganadería —cueros, charqui y sebo— y recibía a cambio mercaderías europeas, azúcar y tabaco. El gobierno virreinal de Lima, que tenía el dominio del mar, adoptó medidas contra las naves extranjeras acusadas de contrabando, a la vez que las autoridades patriotas adoptaban represalias otorgando patentes de corso para el hostigamiento de naves de bandera enemiga. Por otro lado, la alianza política con el gobierno de Buenos Aires se tradujo en un aumento del comercio con las provincias del Río de la Plata. El triunfo de los realistas en Rancagua y el restablecimiento transitorio del régimen colonial significaron, por una parte, el cierre del comercio transandino y el aumento de las trabas al tráfico marítimo con el extranjero, y por la otra, el restablecimiento del comercio con el Perú y con los demás dominios españoles. Tras la derrota de las fuerzas realistas en Chacabuco se retornó al régimen de apertura comercial, pero el comercio con Perú decreció afectado por la guerra, los corsarios y las medidas de bloqueo. Esta situación sólo se superó cuando las fuerzas patriotas lograron establecer su dominio en gran parte de este país vecino.




      Las disposiciones de los sucesivos gobiernos republicanos de favorecer a los nacionales y, por extensión, a los demás hispanoamericanos, en el comercio no tuvieron el efecto deseado. Una lista de los 40 mayores comerciantes en el periodo 1808-1818 registra 28 españoles peninsulares, 7 chilenos, 2 extranjeros y 3 de origen español sin determinar. La nómina semejante para el decenio siguiente registra sólo 4 peninsulares contra 12 chilenos y 4 argentinos, pero también aparecen 15 ingleses, 2 norteamericanos y 3 extranjeros no identificados.




      Resulta interesante constatar que en el contexto del espíritu americanista que imperaba en esos años, las autoridades chilenas concordaron con sus pares de los nuevos Estados de la región un trato preferencial recíproco en materia comercial. Así, el tratado entre Chile y Colombia de 1822 establecía que los ciudadanos de un país gozarían en el otro «de todos los derechos civiles y privilegios de tráfico y comercio», reciprocidad que se extendía a «los buques y producciones territoriales de cada una de las partes contratantes». Disposiciones semejantes aparecen en los tratados firmados con Perú y México en 1822 y 1831, respectivamente. Estas ventajas fueron señaladas como una excepción a la cláusula de nación más favorecida en el tratado firmado en 1832 con Estados Unidos, que se justificaban por «la íntima conexión e identidad de sentimientos e intereses de los nuevos Estados americanos que fueron miembros de un mismo cuerpo bajo la dominación española».




      Así como los cambios en la composición de la comunidad mercantil debilitaron los vínculos con el virreinato del Perú, los buques extranjeros que arribaron a estas costas, principalmente ingleses y norteamericanos, desplazaron a los navíos del Callao. El mayor número de embarcaciones se tradujo en un menor valor de los fletes y una mejora de los términos de intercambio, es decir, se pagaba más por los productos exportables y bajaban los precios de los artículos importados, a la vez que aumentaba la variedad de estos últimos. El cobre y los cueros de animales, que constituían las dos terceras partes de las exportaciones a Gran Bretaña en la primera mitad de la década de 1820, fueron los más favorecidos con esta situación.




      Una vez finalizada la guerra y asegurada la independencia, la actividad comercial pudo normalizarse y prosperar. Ayudaron en este sentido las condiciones favorables ofrecidas por el gobierno a comerciantes chilenos y extranjeros, especialmente a través del establecimiento de «almacenes francos» en Valparaíso, donde se podían depositar mercaderías para su posterior reexportación a otros países, sin pagar derechos de internación. Este régimen contribuyó sensiblemente a que dicho puerto pasara a ser uno de los más importantes del océano Pacífico, si bien generó molestias en las autoridades peruanas porque iba en detrimento del tráfico del Callao.
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